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RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece ante nos Ángel A. Solero Rodríguez (Peticionario) 

solicitando que revoquemos la Resolución del Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan (TPI) emitida el 23 de marzo de 2016. 

Mediante la misma, el TPI enmendó la sentencia del Peticionario a 

los únicos fines de eliminar dos penas de cinco (5) años por 

reincidencia simple impuestas por las infracciones al Artículo 5.04 

de la Ley de Armas.  Veamos. 

I. 

Luego de haber sido encontrado culpable por eventos 

acaecidos el 9 de abril de 2005, el TPI sentenció al Peticionario 

bajo el Código Penal de 1974 (CPPR 1974) por los siguientes 

cargos: cuatro (4) cargos bajo el Artículo 83 del CPPR 1974 

(asesinato en primer grado), por los cuales se le sentenció a 

cumplir noventa y nueve (99) años más cuarenta y nueve (49) años 

de cárcel por reincidencia por cada uno; dos (2) cargos bajo el 

Artículo 5.04 de la Ley de Armas por los cuales se le sentenció a 
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cumplir veinte (20) años más cinco (5) años de cárcel por 

reincidencia por cada cargo; y un cargo bajo el Artículo 5.07 de la 

Ley de Armas por el cual se le sentenció a cumplir treinta y seis 

(36) años más doce (12) años de cárcel por reincidencia. Dichas 

penas debían cumplirse consecutivamente entre sí y con cualquier 

otra que estuviera cumpliendo, por lo que el total de la sentencia 

impuesta ascendió a 690 años de cárcel. 

Previamente, el 5 de mayo de 2005, el Peticionario había sido 

procesado, convicto y sentenciado por tres cargos bajo la Ley de 

Sustancias Controladas y la Ley de Armas, por los cuales debía 

cumplir dos (2) años de cárcel por cada cargo.  

La representación legal del Peticionario presentó una 

“Moción de Corrección de Sentencia al Amparo de la Regla 192.1 

de Procedimiento Criminal” donde adujo que las penas de noventa 

y nueve años (99) en cada uno de los cuatro cargos por los delitos 

de asesinato debieron de haber consumido el resto de las penas, 

incluyendo las impuestas por reincidencia simple, a la luz del 

principio de absorción. Además, bajo el fundamento de que la 

sentencia impuesta excedía la pena prescrita por ley, solicitó que 

se eliminaran las cuatro penas de cuarenta y nueve (49) años por 

reincidencia simple por los cuatro cargos de asesinato y las dos 

penas de cinco (5) años por reincidencia simple por los dos cargos 

bajo el Artículo 5.04 de la Ley de Armas.  

El 23 de marzo de 2015 el TPI emitió una Sentencia 

Enmendada donde eliminó las dos penas de cinco (5) años por 

reincidencia simple bajo el Artículo 5.04 de la Ley de Armas pero 

dejó el resto de las penas inalteradas. El mismo día, el TPI emitió 

la Resolución que aquí se recurre donde explica el razonamiento 

detrás de la Sentencia Enmendada. Expresó que aunque reconocía 

lo absurda que resultó la sentencia que el aquí Peticionario debía 

cumplir, la misma se impuso de acuerdo a la legislación vigente en 
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ese momento. Añadió que las penas impuestas al amparo del 

Artículo 83 del CPPR 1974, incluyendo aquellas por reincidencia 

simple, eran legales porque estaban dentro del límite establecido 

en dicho Código. Sostuvo que por ser la Ley de Armas una 

legislación especial, el principio de especialidad dicta que sus 

disposiciones prevalecerán sobre una ley general como lo es el 

Código Penal. Por consiguiente, concluyó que procedía agravar las 

penas impuestas al amparo de la Ley de Armas y no bajo las 

disposiciones sobre reincidencia del CPPR 1974. Ante ello eliminó 

las dos penas de cinco (5) años por reincidencia simple por los 

Artículos 5.04 de la Ley de Armas, toda vez que estas fueron 

impuestas al amparo del CPPR 1974. 

Inconforme con dicha determinación, el Peticionario acudió 

ante nos mediante un recurso de certiorari donde adujo el siguiente 

señalamiento de error: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
denegar una solicitud de corrección de sentencia por 
contravenir ésta con el principio de proporcionalidad en 
el ámbito penal. Dicho principio surge de la Cláusula 
contra Castigos Crueles e Inusitados de nuestra Carta 
de Derechos de la Constitución del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico.  Por ende, confirmar la 
desproporción que existe entre las penas impuestas 
mediante la declaración de reincidencia simple en el 
caso de autos vulnera el referido principio de 
proporcionalidad y, como consecuencia, la Sección 12 
del Articulo II de nuestra Constitución. 

 

 Por su parte, el Pueblo de Puerto Rico, por conducto de la 

Procuradora General se opuso oportunamente a la expedición del 

recurso de certiorari del Peticionario. Así, y con la comparecencia 

escrita de las partes, procedemos a resolver.  

II. 

A.   Regla 192.1 de Procedimiento Criminal 

La Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 34 L.P.R.A. Ap. II, 

R. 192.1, provee un mecanismo que autoriza al tribunal que 

impuso la sentencia a anularla, dejarla sin efecto, o corregirla, 
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cuando: (1) la misma fue impuesta en violación a la Constitución, a 

las leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o la 

Constitución o leyes de Estados Unidos; (2) el tribunal no tenía 

jurisdicción para imponer dicha sentencia; (3) la sentencia 

impuesta excede la pena prescrita por ley; o (4) la sentencia está 

sujeta a ataque colateral por cualquier motivo.  

Una moción al amparo de esta Regla se puede presentar ante 

el tribunal sentenciador en cualquier momento después de dictada 

la sentencia, aun después de ésta advenir final y firme. Pueblo v. 

Ruiz Torres, 127 D.P.R. 612, 614 (1990). Al resolver esta moción “el 

tribunal podrá, discrecionalmente, dejar sin efecto la sentencia, 

ordenar la excarcelación del convicto, dictar nueva sentencia o 

conceder un nuevo juicio”. Íd.; Regla 192.1 de Procedimiento 

Criminal.  

Nuestro Tribunal Supremo ha enfatizado que una moción al 

amparo de la Regla 192.1 está disponible solamente para revisar 

cuestiones de derecho, mas no errores de hechos puesto que su 

propósito es cuestionar “si la sentencia impugnada está viciada por 

un error fundamental que contradice la noción más básica y 

elemental de lo que constituye un procedimiento criminal justo”. 

Pueblo v. Román Mártir, 169 D.P.R. 809, 824 (2007). En otras 

palabras, la Regla 192.1 no es el mecanismo adecuado para 

cuestionar la corrección de la sentencia sino para cuestionar si la 

misma es legal. Recordemos que una sentencia es legal siempre y 

cuando ésta caiga dentro del mínimo y máximo dispuesto por ley. 

Pueblo v. Camacho Pérez, 102 D.P.R. 129 (1974). Ello obedece al 

principio que la sentencia siempre tiene que estar conforme con lo 

establecido en la legislación penal, puesto que son los legisladores, 

y no el Poder Judicial, los llamados a determinar cual debe ser la 

política pública que encarnan nuestras leyes. Pueblo v. Torres 
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Cruz, res. el 4 de noviembre de 2015; 193 D.P.R. ___; 2015 TSPR 

147; Ex Parte A.A.R., 187 D.P.R. 835, 887 (2013).   

B. Reincidencia bajo el Código Penal del 1974 

La reincidencia se define como “diversas unidades de 

conducta delictiva que no se juzgan conjuntamente porque están 

separadas por una condena previa”. Dora Nevares Muñiz, Código 

Penal de Puerto Rico Revisado y Comentado Edición 2000, 6ta ed. 

1999. La pena impuesta por reincidencia constituye un agravante 

de responsabilidad penal. Íd. Los Artículos 61 y 62 del CPPR 1974, 

33 L.P.R.A. secs. 3301 y 3302, regulaban lo relativo a la figura de 

reincidencia. El Artículo 61 establecía los grados de reincidencia y 

las normas para su determinación, mientras que el Artículo 62 

estipulaba los efectos de la reincidencia sobre las penas.   

Como se sabe, existían tres tipos de reincidencia: (1) simple, 

(2) agravada y (3) habitual. La reincidencia simple se configuraba 

cuando el imputado que anteriormente había sido convicto por 

delito grave1 incurría nuevamente en otro delito grave. En tal caso, 

la pena fija dispuesta por ley por el delito cometido se aumentaría 

en la mitad.  

La reincidencia agravada ocurría cuando “la persona a ser 

sentenciada por un delito grave ha[bía] sido convicta anteriormente 

por dos o más delitos independientes entre sí y cometidos en 

momentos distintos”. Dora Nevares Muñiz, Código Penal de Puerto 

Rico Revisado y Comentado Edición 2000, supra. 

La reincidencia habitual, por otro lado, ocurría cuando el 

imputado “que ha[bía] sido convicto y sentenciado por dos o más 

delitos graves cometidos en tiempos diversos e independientes 

unos de otros, come[tiera] posteriormente cualquiera de los 

siguientes delitos o sus tentativas: asesinato,...violación…a los 

                                                 
1 Es menester mencionar que bajo el CPPR 1974, un delito grave era todo aquel 
que aparejara una pena de seis meses o más de cárcel o que exigiera una multa 

de quinientos dólares o más. 
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Artículos 5 y 8(a) de la Ley de Armas de Puerto Rico, Ley Núm. 17 

de 19 de enero de 1951, según enmendada….” 33 L.P.R.A. Sec. 

3301. Este tipo de reincidencia tenía el efecto de declarar al 

convicto como “delincuente habitual y sería sentenciado a 

separación permanente de la sociedad mediante reclusión 

perpetua”. 33 L.P.R.A. Sec. 3302. Dicho Artículo añadía que el 

delincuente habitual cumpliría su pena en una institución 

especializada de custodia máxima y sería recipiente de todos los 

servicios y programas de la institución dónde cumpliría su pena, 

incluyendo los programas de rehabilitación. Sin embargo, la Ley 

Núm. 32 de 27 de julio de 1993 eliminó el beneficio de cualificar 

para libertad bajo palabra en los casos de reincidencia habitual. 

Dora Nevares Muñiz, Código Penal de Puerto Rico Revisado y 

Comentado Edición 2000, supra. 

C.    Sentencias consecutivas o concurrentes 

La Regla 179 de Procedimiento Criminal, 34 L.P.R.A. Ap. II, 

R. 179, establece que “[c]uando una persona fuere convicta de un 

delito, el tribunal sentenciador, al dictar sentencia, deberá 

determinar si el término de prisión impuesto habrá de cumplirse 

consecutiva o concurrentemente con cualquiera o cualesquiera 

otros términos de prisión”. En caso de que el tribunal no haga 

dicha determinación, la sentencia deberá cumplirse 

concurrentemente con cualquier otra. De lo anterior se entiende 

que la  manera en que el convicto deberá cumplir los términos de 

reclusión carcelaria descansa en la sana discreción del tribunal 

sentenciador. Pueblo v. García Parra, 165 D.P.R. 339, 344 (2005); 

Pueblo v. Mattos Pretto, 93 D.P.R. 113, 132 (1966). Ahora bien, 

debemos tener presente que el hecho que un tribunal imponga el 

cumplimiento de las penas de forma consecutiva no constituye un 

castigo cruel e inusitado. Pueblo v. Burgos Hernández, 113 D.P.R. 

834 (1983). 
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Por otro lado, es de conocimiento general que la discreción 

que se le reconoce al tribunal de instancia podría verse limitada 

por la Regla 180 de Procedimiento Criminal, que contempla ciertas 

circunstancias ante las cuales el juez está obligado a establecer 

que las sentencias impuestas se cumplirán consecutivamente con 

cualquier otra, o cuando la ley aplicable así también lo disponga. 

Un ejemplo de lo anterior ocurre con el Artículo 7.03 de la Ley de 

Armas, el cual ordena que todas las penas de reclusión que se 

impongan bajo dicha Ley o bajo cualquier otra en conjunto con 

una pena al amparo de la misma legislación se cumplirán 

consecutivamente.  

Además, cabe señalar que nuestro Tribunal Supremo, al 

expresarse sobre la discreción reconocida al tribunal sentenciador 

en cuanto a este asunto, precisó que éste tiene la potestad de 

sancionar de forma consecutiva dos muertes ocasionadas en un 

mismo acto.  Ello, no solo al amparo del principio de que se debe 

penalizar por cada víctima lesionada por ser un delito culposo 

contra la persona y la protección a esta es lo que predomina, sino 

también porque la prueba del corpus delicti en cada uno de los 

casos es diferente ya que el sujeto pasivo en cada infracción es 

distinto. Pueblo v. Mattos Pretto, supra. 

III.  

En su recurso de certiorari, el Peticionario arguyó que la 

pena de reclusión de 198 años por la reincidencia simple impuesta 

por los cuatro cargos de asesinato en primer grado, la cual debe 

cumplir consecutivamente con el resto de las penas impuestas, no 

es cónsona con el principio de proporcionalidad.  Por ello, nos 

solicitó que revocáramos la Resolución recurrida y determináramos 

que dicha pena debía ser cumplida de forma concurrente con el 

resto de las condenas. De esa manera, la sentencia sería menos 
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severa, lo que lo haría elegible para solicitar servicios de 

rehabilitación. 

Ante dichos planteamientos, nos corresponde determinar si 

las penas por reincidencia simple que el TPI le impuso al 

Peticionario fueron legales. Como vimos, para cada uno de los 

cargos el TPI le impuso las penas estatuidas en los artículos 

infringidos por el Peticionario. Tomando en consideración que éste 

anteriormente había sido convicto por varios cargos de delitos 

graves cometidos durante un mismo acto delictivo, el TPI actuó 

correctamente al imponerle las penas adicionales por reincidencia 

simple.  En otras palabras, el TPI le impuso al Peticionario las 

penas dentro de los límites legales que dispone nuestro 

ordenamiento, por lo que éstas son legales y conforme a la 

voluntad legislativa que así las ordenó. Ante dichos hechos, no está 

presente ninguno de los fundamentos plasmados en la Regla 192.1 

de Procedimiento Criminal, supra, para anular, dejar sin efecto, o 

corregir la sentencia del Peticionario.   

Por otra parte, el TPI, bajo su sana discreción, determinó que 

la pena de reclusión en el presente caso sería cumplida de forma 

consecutiva. Entendemos que ello es cónsono con nuestro 

ordenamiento jurídico. En primer lugar, las penas impuestas al 

amparo de los artículos de la Ley de Armas tienen que ser 

cumplidos por el Peticionario de forma consecutiva entre sí y con el 

resto de las penas por imperativo del Artículo 7.03 de dicha Ley 

que así lo establece expresamente. Segundo, es claro que las penas 

por los cuatro asesinatos en primer grado fueron impuestas de 

forma consecutiva a la luz del principio penológico de que cada 

víctima cuenta al imponer las condenas, pues corresponde cumplir 

tantas penas como víctimas hayan. Por dichas razones, el TPI 

también dispuso que todas las penas por reincidencia simple—es 
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decir, las impuestas por los cuatro asesinatos y bajo la Ley de 

Armas—tenían que cumplirse consecutivamente. 

Recordemos que el Art. 4 del Código Penal dispone que la 

condena deberá ser proporcional a la gravedad del hecho delictivo 

y que el cumplimiento de varias penas de prisión de forma 

consecutiva no constituye un castigo cruel e inusitado.  No cabe 

duda que al determinar que las penas serían satisfechas de forma 

consecutiva debido a que el aquí compareciente fue encontrado 

culpable de cuatro asesinatos en primer grado así como por tres 

cargos por violación a la Ley de Armas, el TPI se aseguró que las 

condenas fueran no solo proporcionales a la naturaleza de los 

delitos cometidos sino también conforme a derecho, por estar 

dentro de los límites fijados en la ley.  

Así, a la luz de las circunstancias específicas de este caso y 

al tomar en cuenta el principio de proporcionalidad entre la 

sanción impuesta y la conducta delictiva y el principio de que se 

debe penalizar por cada víctima lesionada, avalamos la 

determinación del foro primario. Es decir, no encontramos justo 

motivo para alterar, como pretende el Peticionario, la 

determinación que hizo el TPI en el ejercicio de su sana discreción. 

Además, la sentencia que debe cumplir el Peticionario, no le impide 

el acceso a programas de rehabilitación, pues toda la población 

penal tiene derecho a los mismos, como dispone el Plan de 

Reorganización Núm. 2 de 2011.2 

                                                 
2 El Artículo 9 del Plan de Reorganización Núm. 2 de 2011 establece los 

derechos de toda la población penal y su inciso (e) dispone que todos los 

confinados: 

[P]articipar[án] en programas de rehabilitación, tratamiento, estudio o trabajo 
que sean compatibles con su proceso de reintegración a la sociedad y sujeto a la 

previa evaluación correspondiente, y en la medida en que lo permitan los 

recursos, estar capacitados para leer, escribir y conversar en ambos idiomas 

oficiales; 

A su vez, el Artículo 10 establece la manera en que se llevarán a cabo las 

referidas evaluaciones, las cuales se harán “en armonía a los principios de 
tratamiento individualizado y seguridad pública enmarcados en los propósitos 

de [dicho] Plan”. Los miembros de la población correccional de todos los niveles 
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En vista de que el asunto planteado no exige una 

consideración más detenida por nuestra parte, DENEGAMOS la 

expedición del auto de certiorari solicitado. Regla 40(D) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII, R. 

40(D).  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

                                                                                                                                     
de custodia, entiéndase mínima, mediana y máxima, serán sometidos a dichas 
evaluaciones. 

 


